
 

  

 

MINISTERIO  
E HACIENDA  D

TRIBUN AL ADMINISTRATIVO CENTRAL 
 
DE  RECURSOS CONTRACTUALES 
 

Recurso nº  311/2020  C.A. Illes Balears 20/2020  
Resolución nº  565/2020  

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL  ADMINISTRATIVO CENTRAL
  
DE RECURSOS CONTRACTUALES
  

En Madrid,  a 23  de abril  de 2020.  

VISTO  el  recurso interpuesto por  D. R.I.T.  en representación de la  empresa  

EMERGENCIES  SETMIL,  S.L.,  contra  los  pliegos  que  han  de  regir  el  contrato de  “servicio  

de vigilancia,  salvamento y  socorrismo  en la playa de Cala Millor  del  término municipal  de 

Sant Llorenç des Cardassar”,  con expediente 2019/2189, convocado por el Ayuntamiento  

de el Sant Llorenç des Cardassar,  Tribunal, en sesión del día de la  fecha,  ha adoptado la  

siguiente resolución:  

ANTECEDENTES DE HECHO  

Primero. En fecha 7 de noviembre de 2019 la  Junta de Gobierno del  Ayuntamiento de  

Sant Llorenç des Cardassar acuerda iniciar el expediente de contratación para el servicio 

de vigilancia, salvamento y socorrismo en la playa de Cala Millor.  

Segundo.  En  fecha  13  de febrero  de  2020  la junta de  gobierno  del  Ayuntamiento  de  Sant  

Llorenç des Cardassar acuerda la aprobación de los pliegos de cláusulas administrativas  

y  particulares  que deben regir  la contratación,  acordando la apertura de  la licitación por  

medio del procedimiento abierto  y tramitación ordinaria.   

Tercero.  En fecha 17  de febrero de 2020 se  publica en el Diario Oficial de la Unión 

Europea el  anuncio  de  la licitación que  nos  ocupa,  señalando como  fecha límite para la  

presentación de las ofertas  el día 16 de marzo de 2020 a las 14:30 horas.   

En la misma  fecha se publica el anuncio de licitación en la plataforma de  contratación del  

sector público recordando en este punto la fecha límite para la presentación de ofertas el  

16 de marzo de 2020 y siendo la fecha de apertura de la oferta económica el 24 de marzo  
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de 2020. En dicha fecha se p8blica también en la plataforma los pliegos  que han de regir  

la licitación.   

Cuarto.  En fecha 7 de  marzo de 2020 se registra el  recurso, al  tratarse de un día inhábil,  

sábado, se considera interpuesto el recurso en fecha 9 de marzo de 2020, primer día 

hábil siguiente.  

Quinto.  En  fecha 11 de marzo de 2020 el órgano de contratación certifica que a dicha  

fecha no se había presentado por el  momento ninguna empresa a la licitación en curso.  

Sexto.  En fecha 1 de abril de 2020 la Secretaria del  Tribunal, por delegación de éste,  

acordó el  mantenimiento de la medida provisional de suspensión del procedimiento de  

contratación, producida automáticamente por  recurrirse el acuerdo  de adjudicación  

conforme al artículo 53 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector  

Público  (en adelante  LCSP).  

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

Primero.  El presente recurso se interpone ante este  Tribunal  que es  competente para  

resolverlo de conformidad con lo dispuesto en el  artículo 46 de la LCSP y en el Convenio 

suscrito al efecto entre la Administración del Estado y la Comunidad Autónoma de las  

Illes Balears suscrito el 29 de noviembre de 2012 y publicado en el BOE el 19 de  

diciembre de 2012 y prorrogado tácitamente según resolución de 15  de diciembre de  

2015 publicado en el BOE de 17 de diciembre de  2015.  

Segundo.  En cuanto al objeto del Recurso, lo cierto es  que se está impugnando en  

primer  lugar  dos  aspectos  puramente  formales  relacionados  con los  pliegos  sobre  los  que  

no cabe entrar  en el  fondo del  asunto.  Así,  a juicio del  recurrente se incurrieron en dos  

omisiones en la tramitación del  expediente que deben llevar consigo la nulidad del  

expediente, cuales son la no inclusión de este contrato en el plan anual  de Contratos del  

Ayuntamiento de Sant  Llorenç des Cardassar y la falta de memoria justificativa del  

contrato; pero lo cierto es  que estas  cuestiones  son ajenas  al objeto del recurso que se  

señala en el artículo 44 párrafo 2 de la LCSP, por lo que debe inadmitirse en cuanto estos  

dos motivos el recurso.  En cuanto al  resto de motivos, toda vez que se trata de motivos  
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directamente vinculados a cláusulas del Pliego de Cláusulas Administrativas sí debe 

admitirse al ser recurrible conforme el artículo 44.2.a)  

El recurso se interpone  contra un contrato susceptible de impugnación por  dicho cauce,  

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44.1.a LCSP  

“a)  Contratos  de obras  cuyo valor  estimado sea  superior  a tres  millones  de euros,  y  de  

suministro y  servicios, que tenga un valor estimado superior a cien mil euros”.  

Tercero.  En cuanto a la legitimación, debe reconocerse la misma a la empresa  

recurrente.  En  efecto,  ha podido comprobarse el  objeto  social  de la  misma según  los  

estatutos incorporados  a la escritura pública de constitución de la sociedad, y en dicho  

objeto social se señala:  “la prestación de servicios de emergencia sanitarios, socorrismo y  

transporte sanitario, el  servicio de monitores de natación,  y de actividades deportivas  

acuáticas”  Al  tratarse  de  un contrato  de servicio de socorrismo y  estar  clasificado como  

contrato de seguridad pública la empresa podría eventualmente concurrir a dicha  

licitación, por lo que debe reconocerse que puede impugnar los pliegos  que rigen la  

misma.   

Cuarto.  Se ha respetado el plazo de 15 días previsto en el artículo 50 de la LCSP.   

Quinto.  En cuanto al  fondo del recurso se impugnan los pliegos nos ceñiremos a los  que 

han sido admitidos, esto  es los  relativos al  fondo.  

La primera de ellas se refiere al  requisito de habilitación profesional exigida en el Pliego  

de Cláusulas  Administrativas  Particulares,  que a juicio del Recurrente es  un “requisito  

puede provocar  una barrera  de entrada  por  cuanto únicamente  acepta  la inscripción en  

un concreto Registro, sin aceptar los Registros  existentes en otros ámbitos  territoriales y  

que pueden estar debidamente interconectados”, debiendo en su caso exigirse dicha  

inscripción únicamente a la empresa  que resulte adjudicataria, pero no así a los  

licitadores para no restringir la concurrencia.  El  órgano de contratación  se ampara en la 

normativa sectorial  autonómica  para  mantener  dicha  exigencia de habilitación  

empresarial.   
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La cláusula del pliego  que regula esta cuestión es la sexta,  que pasamos a transcribir:  

“F.6 HABILITACIÓN EMPRESARIAL O PROFESIONAL EXIGIDA  

Las empresas licitadoras deberán estar efectivamente inscritas en el Registro de  

Servicios  de Urgencias  y  Emergencias  según lo  dispuesto en el  Decreto 8/2004,  de 23 de  

enero por el cual se desarrollan determinados aspectos de la Ley de Ordenación de  

Emergencias en las  Illes Balears, lo cual se deberá acreditar documentalmente por los  

licitadores, extremo que podrá ser así  mismo comprobado por el Ayuntamiento”.  

La cuestión que  se  debe  dilucidar  es  si  estamos  ante una  condición de  aptitud del  artículo  

65 de la Ley de contratos  que señala:  

Artículo 65. Condiciones  de aptitud.  

“1. Solo podrán contratar con el sector público las personas  naturales  o jurídicas,  

españolas o extranjeras, que tengan plena capacidad de obrar, no estén incursas en  

alguna prohibición de contratar,  y  acrediten su solvencia económica  y  financiera y  técnica  

o profesional o, en los  casos en que así lo exija esta Ley, se encuentren debidamente  

clasificadas.  

Cuando, por así determinarlo la normativa aplicable, se le requirieran al contratista  

determinados requisitos  relativos a su organización, destino de sus beneficios, sistema de  

financiación u otros para poder participar en el correspondiente procedimiento de  

adjudicación, estos deberán ser acreditados por el licitador al concurrir en el mismo.  

2. Los contratistas deberán contar, asimismo, con la habilitación empresarial o profesional  

que,  en su  caso,  sea exigible para la realización  de las  prestaciones  que constituyan el  

objeto del contrato.  

3.  En los  contratos  subvencionados  a que se  refiere  el  artículo 23 de esta Ley,  el  

contratista deberá acreditar su solvencia y no podrá estar incurso en la prohibición de 

contratar a que se refiere la letra a) del apartado  1 del artículo 71”.  
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Pues bien, en este caso concreto para llegar  a esta conclusión deberá analizarse la 

normativa sectorial  que impera en el lugar de ejecución del contrato, en concreto la  

relativa a cuestiones de seguridad pública en general y servicios de socorrismo en  

particular,  que  es  la prestación a  la que  se  refiere  el  contrato.  Así,  debe  traerse a  colación  

la Ley  2/1998,  de 13 de  marzo,  de ordenación de emergencias,  en las  Illes  Balears,  en  

cuyo artículo 17 recoge qué debe considerarse como servicios de rescate (entre los  que  

se encuentra el  socorrismo en  las  playas)  y  qué habilitación es  necesaria para  poder  

prestar  tal servicio en su artículo 19.  

“Artículo 17 Los  servicios de rescate  

En el  ámbito de  la  Comunidad Autónoma  de  las  Islas  Baleares  se consideran servicios  de  

rescate aquellos dedicados a realizar tal  tipo de actividades en las  montañas, playas  y  

otros lugares considerados de riesgo, y están compuestos por:  

1. Los servicios de bomberos especializados en tales actividades.  

2. Los servicios municipales especializados.  

3. El personal profesional o voluntario de las entidades públicas o privadas constituidas a  

tal fin.  

4. El personal de los concesionarios de servicios de temporada en playas o enclaves de  

montaña en los casos en que así  se establezca.  

Artículo 19 Formación y  acreditación  

El personal de los servicios de rescate deberá contar con la formación adecuada y reunir  

las  condiciones  físicas  y  técnicas  imprescindibles  para  este  objetivo  y,  al  efecto,  deberá  

contar con la correspondiente acreditación, expedida y renovada periódicamente por el  

Gobierno de la Comunidad Autónoma, en las condiciones que se determinarán por vía  

reglamentaria.  
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Por otra parte,  el  Gobierno autonómico deberá organizar y  promover las acciones  

formativas que sean procedentes a fin de mantener el personal adscrito a estos servicios  

en las debidas condiciones técnicas y físicas”.  

El reglamento del  ramo que regula tal habilitación para prestar esos servicios en la 

Comunidad Autónoma es el Decreto 8/2004, de 23 de enero, por el  que se desarrollan  

determinados aspectos  de la Ley de Ordenación de Emergencias en las Illes Balears.  

“Artículo 4 Registro de Servicios de Emergencias y Urgencias  

1. Se crea el Registro de Servicios  de Emergencias y Urgencias  (RSEU), con la finalidad  

de dar  cumplimiento  a lo previsto  en el  Título I  de la Ley  2/1998 y  demás  normativa de  

Protección Civil y garantizar el correcto despliegue de planes y protocolos operativos  

aplicando los medios  más adecuados a cada tipo  de incidente.  

2. La inscripción en el Registro es obligatoria para todos los servicios públicos y privados  

contemplados en el Título II de la Ley de Ordenación de Emergencias de la CAIB  y para  

los servicios públicos  competentes en  materia  de seguridad ciudadana,  por lo que dicho  

Registro se dividirá en las siguientes  secciones:  

a) Servicios de prevención y extinción de incendios y  salvamentos.  

b) Servicios de rescate.  

c) Servicios públicos de  emergencias sanitarias extrahospitalarias  

d) Centros de gestión de emergencias.  

e) Seguridad Ciudadana.  

f) Voluntariado de protección civil.  

3. Dicho registro englobará todos los  servicios de urgencias  y emergencias existentes en  

el territorio de la comunidad autónoma de las  Illes Balears y deberán estar incardinados  

en la sección correspondiente del  mismo, según su especialidad.  
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4. El RSEU dependerá  de la Dirección General de Emergencias, quien establecerá las  

dotaciones  mínimas exigibles y el estándar aconsejable de tiempos de reacción en cada  

caso”.  

Pues bien, a la vista de todo lo expuesto debe  suprimirse dicha exigencia del pliego, y  

exigirse tan solo  la solicitud de inscripción  en el  mencionado Registro a la empresa  que  

resulte adjudicataria, ya que, en definitiva, las empresas licitadoras no son  prestadoras de  

dicho servicio mientras no sean adjudicatarias del contrato y la normativa sectorial  

analizada señala que la exigencia de registro debe predicarse de quienes presten ese  

servicio. La normativa que regula ese  registro impone la inscripción de  los servicios ya  

establecidos; el servicio es del Ayuntamiento, los licitadores no son servicio de 

emergencias ni de urgencias, ni  titulares del  que pretende prestar el Ayuntamiento. Solo  

el adjudicatario será ya empresa prestadora del  servicio de titularidad del Ayuntamiento.  

La inscripción debe serlo de la empresa  que seleccione el ayuntamiento para prestar su  

servicio. No es ni una habilitación ni un requisito de aptitud previo exigible a todos los  

licitadores para el desempeño de una actividad empresarial,  sino una obligación previa al  

ejercicio  de  la prestación del  servicio,  es  una  obligación  del  titular  de  inscribir  su  servicio y  

de la entidad adjudicataria que lo vaya a prestar. Así, hemos observado,  que se impone  

como  obligación exigible  solo al  adjudicatario  en  otros  pliegos  de  cláusulas  que  rigen  la 

licitación de contratos  similares de “servicio de salvamento,  vigilancia, socorrismo,  

seguridad…  en las playas de…”  (tal es el  caso del pliego  de cláusulas administrativas  

particulares del  contrato  relativo al  servicio de salvamento,  vigilancia,  socorrismo,  

seguridad y  atención personalizada al baño asistido a las playas de Palma).  

Por lo tanto,  debe estimarse este motivo de impugnación y anularse la cláusula referida  

en cuanto establece como una habilitación empresarial o profesional exigible a todos los  

licitadores  esa  inscripción previa en  dicho  Registro,  y  no  solo  al  adjudicatario,  que  es  al  

único al  que le es exigible.   

Sexto.  El  último  de los  motivos  de impugnación se refiere a los  criterios  de  adjudicación y  

su ponderación,  recogidos también en el PCAP  de la manera que sigue.   

“CUADRO DE CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN DEL CONTRATO  
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Los  criterios  que sirven de base para  la adjudicación del  contrato,  en relación con cada  

lote objeto de licitación por  separado,  in por  orden decreciente de  importancia con arreglo  

a la siguiente ponderación, son:  

Criterio Ponderación  

1. Proposición económica............................................................................................... 90  

puntos.  

2. Proposición evaluable mediante la aplicación de  

fórmulas…………………………….………. 10 puntos.  

B.  FORMA DE EVALUAR LAS PROPOSICIONES  

Las  fórmulas  para  la  valoración de  las  proposiciones  o  el  modo  en  que se  valoran 
 

respecto a los criterios de adjudicación es el siguiente: 
 

B1. PROPOSICIÓN ECONÓMICA (máximo 90 puntos) 
 

La empresa licitadora con la proposición económica más baja obtendrá la máxima 
 

puntuación,  es  decir,  90  puntos  y,  por  lo que  respecta al  resto  de empresas  licitadoras,  su 


puntuación se calculará de acuerdo con la  siguiente fórmula: 
 

E = D * (A/B) 
 

E = Puntuación obtenida por la empresa  X 
 

D = Puntuación Máxima 
 

A= Importe proposición económica más baja 
 

B =  Importe proposición económica presentada por la empresa X  

Las  proposiciones  que no supongan ninguna  mejora respecto al presupuesto base de  

licitación obtendrán 0 puntos del presente apartado.  
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Se tomará  como referencia el  importe  de las  proposiciones  económicas  en sí  mismas  y  

no el importe de la baja  que supongan respecto al presupuesto de licitación.  

La proposición económica se presentará mediante el  modelo establecido en el anexo I  

del presente pliego de cláusulas administrativas  particulares.  

B2. PROPOSICIÓN EVALUABLE MEDIANTE LA APLICACIÓN DE FÓRMULAS (10  

puntos)  

La empresa licitadora deberá presentar una declaración firmada en la  cual de manera  

clara y precisa se comprometa a ejecutar la siguiente mejora:  

Organización, difusión, promoción y desarrollo con personal cualificado propio o  

contratado de ponencias o conferencias sobre salvamento y seguridad en las playas, bajo  

las siguientes condiciones:  

- Las ponencias o conferencias se impartirán en la propia playa,  en el  lugar  que  

determine la  empresa  contratista,  con  el  visto bueno  de  los  servicios  técnicos  

municipales, garantizando siempre la comodidad de los asistentes.  

- Se impartirán tres ponencias o conferencias; una en el mes de junio, una en el mes de  

julio y  una en el  mes  de agosto  de cada  año/temporada  de duración del  contrato.  La  

fecha y hora concretas se consensuarán entre el contratista y los servicios  técnicos 

municipales del Ayuntamiento de Sant Llorenç des Cardassar.  

- Las conferencias o ponencias tendrán una duración mínima de 45 minutos cada una.  

- Las  conferencias  o  ponencias  deberán  ser  impartidas  por  personal  cualificado o  

especializado en la materia.  

- La organización, difusión, promoción y desarrollo de dichas ponencias no supondrá  

ningún coste adicional para el Ayuntamiento de Sant Llorenç des Cardassar, sin perjuicio  

de la asistencia que éste pueda prestar a la empresa contratista en materia de difusión de  

las mismas.  
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El  licitador  que ofrezca dicha mejora exactamente en los  términos  expuestos  obtendrá 10  

puntos  de dicho apartado.  El  licitador  que no  ofrezca dicha mejora,  sólo la ofrezca  

parcialmente o ofrezca mejoras diferentes obtendrá 0 puntos del presente apartado”.  

Como puede comprobarse,  y  se establece también en la cláusula C  del  cuadro de  

criterios técnicos, se trata de un contrato que se adjudicará siguiendo criterios  de  

evaluación automática,  existiendo dos sobres a presentar por los licitadores, el primero  

relativo a las cuestiones de documentación administrativa y el segundo con la oferta.  

Dicha oferta, como decimos, se trata de una oferta de evaluación automática que consta  

de dos  partes,  la primera  de carácter  económica,  con 90  puntos,  y  la segunda de carácter  

técnico, pero también evaluable con fórmula o de manera automática: si ofertan una  

mejora definida en el pliego, obtendrán 10 puntos.  

Estima el  recurrente que esta distribución de la puntuación vulnera lo dispuesto en el  

artículo 145 de la LCSP  que señala:  

“4. Los órganos de contratación velarán por que se establezcan criterios  de adjudicación 

que permitan obtener obras, suministros y servicios de gran calidad que respondan lo  

mejor  posible a sus  necesidades;  y,  en especial,  en los  procedimientos  de contratos  de  

servicios que tengan por objeto prestaciones de carácter intelectual,  como los servicios  

de ingeniería y arquitectura.  

En los contratos de servicios del Anexo IV, así como en los  contratos  que tengan por  

objeto prestaciones de carácter intelectual, los criterios relacionados con la calidad  

deberán representar, al menos,  el 51 por  ciento de la puntuación asignable en la  

valoración de  las  ofertas,  sin perjuicio de  lo dispuesto  en el apartado 2.a)  del  artículo  

146”.  

En dicho artículo 146  se refiere a la valoración de los  criterios  cuya cuantificación 

dependa de un juicio de valor por un comité de expertos  que no resulta  de aplicación al  

presente caso.  

El  órgano de contratación no niega la proporción  en dichos  criterios,  ni  que se  trate  de un 

servicio de los del Anexo IV, sino que  viene a justificar en los  términos  que siguen:  
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“Además, cabe tener en cuenta que, a pesar de  la importancia que revisten la vigilancia,  

salvamento y  socorrismo  y  de su elevado coste,  se trata de un contrato que,  a efectos  de  

“inventar” criterios de adjudicación “no da más de sí” por los siguientes  motivos:  

- A efectos  temporales, se trata de un contrato con una duración tan sólo de seis  meses.  

- A efectos  materiales, analizado el conjunto de prestaciones exigidas como estricta  

obligación y no como posible mejora  tanto  en el  pliego de prescripciones técnicas  como  

por una detallada normativa sectorial autonómica, queda  muy escaso  margen para el  

establecimiento de numerosos  criterios de adjudicación.  

Todo ello  hace muy difícil la creación de numerosos criterios de adjudicación que de  

manera real contribuyan a mejorar la calidad del servicio y que realmente estén  

vinculados al objeto del contrato, que es lo que deben cumplir los criterios de  

adjudicación”.  

Refiriéndose  por  último  a una  instrucción  interna  de  carácter  autonómica  de la  Consejería 

del Ramo que bien podría inspirar esos eventuales criterios de adjudicación relativos a la 

calidad.   

Debemos analizar si efectivamente el contrato se encuentra incardinado  entre los de  

Servicios del Anexo IV. En los anuncios de licitación y los pliegos  encontramos la  

clasificación de este contrato,  clasificado con el  código CPV  75241000 Servicios  de 

Seguridad  Pública.  En el  Anexo IV  se  recogen  específicamente  los  servicios  relacionados  

con las prisiones,  servicios de seguridad pública y servicios de salvamento distintos de  

los referidos en el artículo 19.2.f), y, entre los  mismos, los clasificados con los siguientes  

códigos 75240000-0 a 75252000-7.  El  artículo 19.2.f) LCSP no se refiere a servicios de  

salvamento como  el  que  nos  ocupa.  Es  por  ello que debe concluirse que efectivamente  el  

contrato se refiere a un servicio previsto en el Anexo IV de la LCSP y, por lo tanto, le  

resulta de aplicación la limitación a la libertad del órgano de contratación  en la redacción  

de los pliegos  que recoge el artículo 145 ya citado.   

En este punto no hemos de perder de vista lo señalado también en el artículo 145 en su  

último párrafo:  
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“7. En el caso de que se establezcan las mejoras como criterio de adjudicación, estas  

deberán estar  suficientemente  especificadas.  Se considerará  que  se cumple  esta  

exigencia cuando  se fijen,  de  manera ponderada,  con concreción: los  requisitos, límites,  

modalidades  y  características  de las  mismas,  así  como su necesaria vinculación con el  

objeto del contrato.  

En todo caso,  en los  supuestos  en que  su valoración se efectúe de conformidad con lo  

establecido en el apartado segundo,  letra a) del artículo siguiente, no podrá asignársele  

una valoración superior  al 2,5 por  ciento.  

Se entiende por  mejoras,  a estos  efectos,  las  prestaciones  adicionales  a las  que  

figuraban definidas en  el proyecto y en el pliego de prescripciones técnicas, sin que  

aquellas puedan alterar la naturaleza de dichas prestaciones, ni del objeto del  contrato.  

Las  mejoras  propuestas  por  el  adjudicatario pasarán a  formar  parte  del  contrato y  no  

podrán ser objeto de modificación”.  

En el apartado segundo, letra a) del artículo siguiente se  refiere a valoración de los  

criterios cuya cuantificación dependa de un  juicio de valor  realizados por un comité de  

expertos, lo que no es el caso que nos ocupa, por lo que no debe aplicarse la limitación  

del 2,5% para las  mejoras.  

Pues  bien,  a pesar  de tratarse de una mejora sin duda el  órgano de contratación ha  

decidido que se  trate de un verdadero criterio de adjudicación puntuable como  tal y  

definido en  la  oferta  y  además  su  naturaleza jurídica participa de  los  criterios  relativos  a  la  

calidad de la  oferta,  por  lo que  la limitación  prevista en  la  Ley  ha sido conculcada por  esta  

cláusula y deberá estimarse en este punto el recurso, anulándose la misma y  

estableciendo una ponderación que respete  el  51%  mínimo exigido  a los  criterios  

relativos a la calidad de la oferta. Debe rechazarse el argumentaría presentado por el  

órgano de contratación, ya que estima este Tribunal que la calidad es un extremo  

siempre predicable de cualquier  servicio que vaya a prestarse y siempre podrán  

establecerse en mayor  o menor medida parámetros para poder evaluar  la misma,  

máxime cuando el órgano de contratación viene a reconocer  que ciertas instrucciones  
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internas podrían inspirar dichos criterios de  calidad. Debe estimarse también en cuanto  

este particular el recurso.  

Por todo lo anterior,  

VISTOS los preceptos legales de aplicación,  

ESTE  TRIBUNAL, en sesión celebrada en el día de la fecha, ACUERDA:  

Primero.  Inadmitir parcialmente el recurso interpuesto por  D. R.I.T.  en representación de   

la empresa EMERGENCIES  SETMIL,  S.L.,  contra los  pliegos  que han  de  regir  el  contrato  

de “servicio de vigilancia,  salvamento y socorrismo en la playa de Cala Millor del término  

municipal de Sant Llorenç  des Cardassar”, con  expediente 2019/2189, convocado por el  

Ayuntamiento de el Sant Llorenç des Cardassar,  en lo relativo a los motivos sobre no  

inclusión de este  contrato en  el  plan  anual  de Contratos  del  Ayuntamiento de Sant  

Llorenç des Cardassar y  la falta de  memoria justificativa del contrato; y  

Estimar parcialmente el recurso interpuesto por  D. R.I.T.  en representación de la empresa  

EMERGENCIES  SETMIL,  S.L.,  contra  los  pliegos  que  han  de  regir  el  contrato de  “servicio  

de vigilancia,  salvamento y  socorrismo  en la playa de Cala Millor  del  término municipal  de 

Sant Llorenç des Cardassar”,  con expediente 2019/2189, convocado por el Ayuntamiento  

de el Sant Llorenç des  Cardassar,  en lo relativo al motivo referido a la exigencia como  

habilitación legal  de  la inscripción previa y  preceptiva de todos  los  licitadores  en  el  

Registro de Servicios de Emergencias y Urgencias,  y al motivo referido a la ponderación  

de los  criterios  de  adjudicación en  cuanto  no  respeta  el  51%  mínimo exigido a  los  criterios  

relativos a la calidad de la oferta, anulándose ambas cláusulas con retroacción del  

procedimiento al  momento anterior a la aprobación de los Pliegos.  

Segundo.  Levantar  la suspensión del  procedimiento de  contratación,  de  conformidad con  

lo establecido en el  artículo  57.3 de la LCSP.  

Tercero.  Declarar  que  no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la  

interposición del  recurso,  por  lo que no procede la imposición de la sanción prevista en el  

artículo 58 de la LCSP.  
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Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer  

recurso  contencioso-administrativo  ante la  Sala de lo Contencioso-administrativo del  de la 

Comunidad de las Illes  Balears  en el plazo dos meses, a contar desde el día siguiente a  

la recepción de esta notificación,  de conformidad con lo dispuesto en los  artículos 10.1  k)  

y  46.1 de la Ley  29/1998,  de 13 de  julio,  Reguladora  de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa.  

Téngase en  cuenta  que  el  plazo ha quedado interrumpido por  la disposición adicional  

cuarta  del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el  que se declara el estado de  

alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19,  

salvo que como  interesado prefiera realizar el  trámite antes  de  que pierda vigencia el  

citado Real Decreto.  
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